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El consejero de Justicia, Empleo
y Seguridad Social, Joseba Azka-
rraga, de EA, y su viceconsejero,
Manuel Vigo, firmaron el acuer-
do junto al portavoz del PSE en
la Cámara, José Antonio Pastor,
y la parlamentaria encargada en
este partido de cuestiones socia-
les, Gemma Zabaleta. Azkarraga
destacó que el pacto permite ale-
jar las políticas sociales del en-
frentamiento partidista. “Se tra-
ta de un gran acuerdo abierto al
resto de los agentes sociales, par-
tidos e instituciones”, dijo.

Pastor recordó que la trayecto-
ria de su partido en el Parlamen-
to refleja la importancia que ha
dado a todo lo relativo a la cons-
trucción social. “Ha quedado cla-
ro que la oposición que realiza-
mos en la Cámara resulta útil pa-
ra la ciudadanía. El pacto pone
en valor todas las iniciativas que
hemos presentado durante estos
años”, resaltó.

Tras la presentación política,
Vigo desgranó los principales
contenidos, que implicarán la
aprobación de leyes, la modifica-
ción de algunas de las ahora vi-
gentes y la puesta en marcha de
planes especiales de inserción y
familia. Las medidas implican
un desembolso anual de 85 millo-
nes de euros para mejorar la cali-
dad de vida de alrededor de
14.000 hogares.

Respecto al ámbito de las ayu-
das a las familias, el acuerdo pre-
vé como gran novedad el aumen-
to progresivo de las subvenciones
a las familias con hijos hasta que
estos cumplan los 18 años, al esti-
lo de los sistemas de protección
más avanzados de los países nór-
dicos. En la actualidad, se conce-
den ayudas a las familias con tres
hijos o más hasta que cumplan
los siete años; a las que tienen
dos hijos hasta los cinco y por el
nacimiento de hijos únicos.

La previsión del Gobierno es
ir modulando las ayudas cada

año hasta llegar a 2020 con el
sistema de protección cerrado.
La futura ley de Apoyo a las Fa-
milias dará cobertura legal a este
modelo, con lo que las ayudas
pasarán a ser un derecho subjeti-
vo y universal que todos los pa-
dres podrán reclamar. La subven-
ción que se les conceda depende-
rá de su nivel de renta.

En el campo de la lucha con-
tra la exclusión social, Vigo desta-
có el complemento asistencial pa-
ra equiparar todas las pensiones

hasta la cuantía del Salario Míni-
mo Interprofesional. Más de
468.000 personas cobran actual-
mente pensiones contributivas
en Euskadi y otras casi 10.000
las no contributivas. Se trata de
un avance sin precedentes en Es-
paña, donde ninguna comuni-
dad ha aprobado un complemen-
to de este nivel. En total, supon-
drá un gasto anual de 32 millo-
nes de euros.

También se crea un comple-
mento específico para el alquiler

de vivienda, al que se otorga el
mismo carácter de derecho subje-
tivo que actualmente tiene la ren-
ta básica. Hasta ahora, ese dine-
ro para el alquiler procedía de la
bolsa común de las Ayudas de
Emergencia Social (AES), cuya
finalidad no era pagar los aloja-
mientos, sino socorrer necesida-
des puntuales. Para evitar esta
disfunción se ha creado el com-
plemento de vivienda, al que se
destinarán unos 47 millones de
euros al año. De los 22.000 per-
ceptores de las AES que existen
en la actualidad, cerca de un 80%
se beneficia de la subvención pa-
ra pagar el alquiler de la vivienda
donde reside.

El importe de la renta básica
subirá este año hasta el 88% del
SMI, lo que supondrá cinco mi-
llones de euros más. Se amplia-
rán los supuestos para que los
jóvenes de 18 años puedan acce-
der a ella. En la actualidad puede
cobrarse a partir de los 23 años.
Otra de las medidas económicas
es la partida de 600.000 euros
que se destinarán a atender las
necesidades de los hijos de las
familias monoparentales.

Gemma Zabaleta resaltó el ca-
rácter estratégico del acuerdo en
varias cuestiones, como la inser-
ción, porque hace hincapié en las
políticas de empleo más que en
las puras ayudas económicas. Y
subrayó la universalidad de las
subvenciones y la ampliación de
derechos que permitirán “llevar
una vida más digna a los que
más lo necesitan”.

La previsión del Gobierno es
que todo el paquete de medidas
conformado en la futura ley de
Familia y en la modificación de
la ley contra la Exclusión Social
queden aprobadas en el Parla-
mento antes de finales de este
mismo año, con lo que podrían
entrar en vigor en 2008. El Go-
bierno quiere remitir los proyec-
tos a la Cámara antes del verano.

El Gobierno dedicará cada año 85 millones
más a ayuda social tras el pacto con el PSE
Todas las familias recibirán ayudas por sus hijos hasta que estos cumplan los 18 años

E. A., Vitoria
El viceconsejero de Inserción So-
cial, Manuel Vigo (Vélez Mála-
ga, Málaga, 1946), ha sido el
gran muñidor de este acuerdo.
Dice que fue fácil entenderse con
el PSE porque tanto los socialis-
tas como Eusko Alkartasuna tie-
nen un discurso similar en políti-
ca social. Con el cambio de mo-
delo, Vigo asegura que la riqueza
se redistribuirá mejor entre los
más necesitados.

Pregunta. ¿Qué supone este
pacto en política social?

Respuesta. Un beneficio capi-
tal para miles de ciudadanos vas-
cos. Estamos hablando de todas
las familias con hijos menores de
18 años y de todos los pensionis-
tas que se encuentran en una si-
tuación difícil. Estoy pensando,
por ejemplo, en las personas que
están cobrando una pensión de
viudedad. Con este pacto, su pen-
sión va ser complementada hasta
el 100% del SMI. Vamos a cons-
truir un sistema de protección a
la familia similar a los mejores
modelos europeos.

P. ¿Supone un cambio del ac-
tual modelo?

R. Sí. Se trata de un cambio
de modelo en la política social
porque a partir de ahora va a ser
institucional y universal y se re-
distribuirá mejor la riqueza. An-

tes ya lo era en algunos aspectos,
como el de la renta básica y las
ayudas a las familias, pero es que
ahora se va a extender a las fami-
lias con hijos menores de 18 años
y a todas las personas que necesi-
tan un alojamiento, para lo que
se va crear una ayuda específica
que estará garantizada por ley.
Dar este tipo de garantías supo-
ne un paso cualitativo muy im-
portante en la lucha contra la ex-
clusión social.

P. ¿Por qué el pacto con el
PSE? ¿No ha sido posible con
otros grupos?

R. El PSE y Eusko Alkarta-
suna son partidos socialdemócra-
tas. Tenemos el mismo modelo
de política social. Por eso ha sido
muy fácil entendernos y llegar a
un acuerdo. Hablamos el mismo
lenguaje en este terreno. Con el
PP hablamos en su momento, pe-
ro rechazó nuestras propuestas.
También hablamos con otros gru-
pos [en referencia a EHAK y
Aralar], pero lo cierto es que ha-
bía un impedimento claro en
cuanto a la renta básica, ya que

exigían subirla al 100% del Sala-
rio Mínimo Interprofesional.

P. ¿Es posible que el Gobier-
no central recurra el complemen-
to a las pensiones?

R. Hemos sido muy cuidado-
sos, porque no tenemos compe-
tencias en seguridad social y, por
lo tanto, en pensiones. Se trata

de un complemento asistencial y
en el campo de la asistencia sí
tenemos competencias y sobera-
nía para actuar.

P. Con el pacto, la política so-
cial queda blindada.

R. Tenemos el marco para po-
ner en marcha las medidas y con
la garantía de que las leyes van a
salir adelante intentaremos apro-
barlas lo antes posible.

MANUEL VIGO
Viceconsejero de Inserción Social

“Con el nuevo
modelo se redistribuirá

mejor la riqueza”

Azkarraga (izquierda) y Pastor firman el acuerdo en la sede del Ejecutivo. / P.J.P.

E. A., Vitoria
El acuerdo suscrito por el Eje-
cutivo con el primer partido
de la oposición supone, en la
práctica, el blindaje de la polí-
tica social del Gabienete para
los próximos años, al menos
en lo que se refiere a las cues-
tiones relacionadas con las
ayudas a familias con hijos y
el ámbito de la inserción. Al
margen queda, por el momen-
to, el terreno de juego del De-
partamento de Vivienda y
Asuntos Sociales, en manos
de EB, cuyo principal proyec-
to es la ley de Servicios Socia-
les. En ella ha puesto ahora el
punto de mira el PSE.

El portavoz parlamentario
socialista, José Antonio Pas-
tor, ya lo anunció ayer nada
más rubricar el pacto con el
consejero Joseba Azkarraga:
“Éste es el punto de partida
hacia nuevos objetivos, la ley
de Servicios Sociales”.

Con este pacto, el segundo
Plan de Inserción, la ley de
Apoyo a las Familias con Hi-
jos, la reforma de la ley contra
la Exclusión Social y los futu-
ros planes de familia quedan
a salvo de sobresaltos parla-
mentarios, algo muy impor-
tante dada la minoría del Eje-
cutivo. Una alianza de la opo-
sición, aunque no fuese movi-
da por los mismos intereses,
hubiese podido dar al traste
con alguna de las propuestas.

Por si acaso, ayer mismo
ya recibió un aviso de EHAK,
que criticó el acuerdo al enten-
der que los socialistas han re-
bajado sus pretensiones inicia-
les. Su portavoz, Nekane
Erauskin, recordó que el pac-
to no recoge dos de las reivin-
dicaciones históricas del PSE:
que los mayores de 18 años
puedan cobrar la renta básica
y que el importe de ésta alcan-
ce al 100% del SMI. “Noso-
tros apoyamos en su momen-
to estas iniciativas, pero ahora
los socialistas se olvidan y pac-
tan con el Gobierno para se-
guir una línea neoliberal”. El
Ejecutivo habló también en su
momento con el Partido Popu-
lar y se encontró con un recha-
zo, explicó el viceconsejero,
Manuel Vigo.

Manuel Vigo.

El blindaje
de la política
de asistencia

“Ha sido muy fácil
entenderse con el PSE.
Hablamos el mismo
lenguaje en este campo”

EDUARDO AZUMENDI, Vitoria
El Gobierno va a gastarse cada año 85 millo-
nes de euros más en ayudas sociales tras el
acuerdo que rubricó ayer con el PSE, el ter-
cer gran pacto que el Ejecutivo cierra con
los socialistas esta legislatura. El acuerdo,

en el que ambas partes han estado trabajan-
do durante los últimos meses, va a suponer
un cambio del modelo asistencial, ya que
parte de las ayudas tendrán el carácter de un
derecho subjetivo, es decir, estarán garanti-
zadas por ley y no sujetas a la disposición

presupuestaria. Es el caso del punto princi-
pal del acuerdo: el pago de complementos
para equiparar todas las pensiones contribu-
tivas y no contributivas al Salario Mínimo
Interprofesional (SMI), que en la actuali-
dad se eleva a 570,6 euros mensuales.


